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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / ENTIDADES ENCARGADAS DE EFECTUARLA / SE CONTROVIERTE MEDIANTE LA MANIFESTACIÓN DE INCONFORMIDAD Y NO NECESARIAMENTE LA INTERPOSICIÓN DE RECURSOS / Y PUEDE HACERLO EL INTERESADO SIN FORMALISMOS RESPECTO DE SU REPRESENTACIÓN.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.

También se ha entendido que la exigencia de formas y ritualidades por parte de la administración para la concreción de derechos sustanciales, es una conducta que atenta contra el debido proceso, en tanto que impone una carga excesiva e innecesaria al administrado y se constituye en un “exceso ritual manifiesto”. (…)
El Decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral. (…)
Como puede percibirse, la norma señala que corresponde a las diferentes entidades del sistema de seguridad social determinar en una primera oportunidad la pérdida de la capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias, valoración respecto de la cual, el interesado, si así lo considera, debe manifestar su inconformidad.  Nótese entonces que en ningún aparte de la norma se hace referencia a que contra la actuación que se surta en cumplimiento de la norma procedan los recursos de ley.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, ocho de noviembre de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 8 de noviembre de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por HERNÁN DARíO FLÓREZ URIBE contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el día 26 de septiembre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ,  donde fueron vinculadas la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD –SOS- y la ADMINISTRADORA DE RIEGOS PROFESIONALES AXA COLPATRIA.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Hernán Darío Flórez Uribe que elevó derecho de petición ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez en el que le solicitaba rechazar el recurso de apelación interpuesto por la profesional en medicina laboral, doctora Karen Moncada Rodas, en representación de AXA Colpatria contra el dictamen proferido por el Servicio Occidental de Salud –SOS-, por no estar legitimada para formular la alzada.
Cuenta que en respuesta de fecha 27 de agosto de 2019 la destinataria atendió su solicitud señalando que, aun cuando la citada profesional no tiene la representación de Axa Colpatria y fue inapropiado que procediera a realizar un dictamen para controvertir el realizado por la SOS, al haberlo presentado dentro del término de diez días siguientes a la notificación de la valoración cuestionada, estaba en la obligación legal de darle trámite como garantía del debido proceso y del derecho de defensa, con independencia de que fuera presentado por quien no ostenta la representación de la entidad.
También precisó en su respuesta que a la calificación efectuada en la primera oportunidad, no le es aplicable lo dispuesto en el Decreto 1353 de 2013, pues esta norma rige el trámite realizado por las Juntas y no el adelantado ante las entidades que integran el sistema de seguridad social, que es regulado por el Decreto 019 de 2012, en el que no se prevé la interposición de recursos.
Señala que la entidad accionada, pese a haber reconocido que la señora Moncada Rodas no está legitimada para interponer recursos, validó su actuación remitiéndose a la última de las normas mencionadas, cuando en realidad lo que correspondía era dar aplicación al artículo 77 del Código de Procedimiento Administrativo o en su defecto al Código General del Proceso en su parte pertinente.

Considera que el trámite dado por la Junta al dictamen presentado por Axa Colpatria, vulnera su derecho fundamental al debido proceso, porque lo que procedía era la interposición del recurso de apelación contra la calificación efectuada por la SOS y no un nuevo dictamen, pues esto iría contra lo establecido en el artículo 32 del Decreto 1352 de 2013, que prohíbe la existencia de dos calificaciones en primera oportunidad; sin embargo y a pesar de las irregularidades la Junta continuó con el proceso de calificación del origen de su invalidez, encontrándose en la actualidad pendiente de notificación.
Es por todo lo anterior que solicita la protección constitucional y obtenida, aspira que se ordene a la Junta Regional de Calificación de Invalidez rechazar el recurso de apelación interpuesto por la ARL AXA Colpatria y declarar la firmeza del dictamen emitido por la SOS  o en subsidio, que remita el expediente a ésta última entidad, para que sea ella quien declare la firmeza del acto.
Como medida provisional solicitó que se ordenara a la Junta no proferir el dictamen a su cargo, hasta que se resuelva de manera definitiva la presente acción.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, luego de admitirla corrió traslado a la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa.  Ese mismo término fue conferido a la ARL AXA Colpatria y la SOS, entidades que fueron vinculadas a la litis.  
La medida provisional fue decretada, ordenando al órgano calificador abstenerse de proferir el dictamen de la pérdida de la capacidad laboral del actor.

Oportunamente la ARL AXA Colpatria, dio respuesta indicando que no es la entidad llamada a atender el requerimiento del actor, pues dentro del asunto en cuestión su obligación se circunscribe a amparar, en los términos de ley, las contingencias derivadas de accidente de trabajo y enfermedad profesional.

Respecto al trámite adelantado ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, señala que se encuentra legitimada para presentar inconformidades frente a un dictamen de calificación, pues así lo establece la normatividad vigente en el sistema de riesgos profesionales y en ese sentido, necesariamente debe declararse improcedente la protección solicitada por el señor Hernán Darío Flórez Uribe.

La Junta de Calificación de Invalidez por su parte aceptó que el actor presentó derecho de petición y que esa entidad dio respuesta en los términos del documento obrante a folio 15 a 16 del expediente.  También confirmó que dio trámite, de acuerdo con lo establecido en el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, a la calificación presentada por la ARL AXA Colpatría, como garantía del debido proceso de defensa que le asiste a los interesados en el dictamen, respecto del cual solo tienen que manifestar su inconformidad dentro de los 10 días siguientes a la notificación del mismo, sin más cargas ni trabas como las que se pretende que se le impongan por esta vía.
Indica que existiendo norma que regula el caso concreto, como lo es el artículo 142 del Decreto Ley 19 de 2012, no es procedente acudir a la codificación procesal contenciosa administrativa o civil.

Finalmente, precisa que es consciente de la irregularidad que reviste la actuación de la ARL AXA Colpatria, en tanto que la ley prohíbe dos dictámenes en primera oportunidad y por esa razón dio traslado de la actuación del Ministerio de Trabajo, conforme lo prevé el artículo 32 del Decreto 1352 de 2013.

La SOS a su turno, luego de hacer un recuento respecto a lo acontecido en el proceso de calificación del actor, señaló que en virtud a la inconformidad que presentó la ARL AXA Colpatria al dictamen que rindió por ser la EPS encargada de brindarle al afiliado el servicio de salud, remitió el expediente ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, situación que se ajusta a los presupuestos establecidos en el artículo142 del Decreto 019 de 2012, por lo que no evidencia la afectación del derecho fundamental del debido proceso del tutelante por parte de esa entidad.

Refiere que no es la llamada a restablecer la garantía que se denuncia como desconocida, por lo tanto debe declararse por parte del juez constitucional la viabilidad de la acción por falta de legitimación en la causa por pasiva.

Llegado el día de fallo, la funcionaria de primer grado negó por improcedente la protección solicitada por Flórez Uribe, al advertir que para controvertir la calificación en primera oportunidad, conforme lo establece el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, basta que el interesado manifieste su inconformidad, lo cual no debe entenderse como un recurso ni la exigencia de las ritualidades previstas en el Decreto 1352 de 2013, toda vez que es la calificación que realice la Junta, la decisión recurrible.
Consideró por tanto, que el que la Junta haya dado trámite a las inconformidades planteadas por la ARL AXA Colpatria, frente al dictamen en primera oportunidad realizado por la SOS, de ningún modo afecta el debido proceso del tutelante, ni siquiera frente al hecho de que quien presentó los motivos de desacuerdo no sea el representante legal de la entidad, toda vez que la norma no contempla estos formalismos, ni existe evidencia en el plenario de que dentro de la ARL, ésta no sea la persona competente.

En lo que atañe a la irregularidad consistente en la existencia de dos dictámenes en primera oportunidad, encontró la juez que la Junta Regional adelantó el trámite que corresponde a la Dirección Territorial del Ministerio de Trabajo, tal como lo prevé la Ley.
Inconforme con lo decidido la parte actora recurrió insistiendo en la falta de legitimación de la persona que presentó las inconformidades ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez por parte de la ARL AXA Colpatria, pues es una entidad que debe actuar a través de su representante legal  o de apoderado legalmente constituido, lo cual debe acreditar ante las diferentes autoridades.
Indica que de no existir tal requisito, es tanto como señalar que cualquier persona está facultada para controvertir los dictámenes de las entidades encargadas de valorar el estado de invalidez en la primera oportunidad.

Finalmente discute que los reclamos que se presenten contra dichos dictámenes deben entenderse como recursos, pues aunque el Decreto 19 de 2012 no los prevea y el Decreto 1352 de 2013 no le sea aplicable a la calificación que hacen las entidades que integran el sistema de seguridad social y riesgos profesionales, ello no significa que sea una rueda suelta en el ordenamiento jurídico, pues frente al vacío necesariamente debe acudirse al Código General del Proceso y al Código de Procedimiento Administrativo.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se encontraba legitimada para para presentar inconformidades a nombre de la ARL accionada, respecto a la valoración de la pérdida de capacidad laboral realizada por la SOS al señor Hernán Darío López Uribe, la profesional de medicina legal de AXA Colpatría?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
También se ha entendido que la exigencia de formas y ritualidades por parte de la administración para la concreción de derechos sustanciales, es una conducta que atenta contra el debido proceso, en tanto que impone una carga excesiva e innecesaria al administrado y se constituye en un “exceso ritual manifiesto”.  Esto dijo la Corte al respecto en la Sentencia T-154-2018: 
“Cuando un juez o una autoridad administrativa obstaculiza la efectividad del derecho sustancial con ocasión de las formas, incurre en la vulneración del derecho al debido proceso, como consecuencia de la “aplicación irreflexiva de normas procesales que conllevan el desconocimiento consciente de la verdad objetiva allegada a la autoridad que tiene a su cargo la decisión del asunto.
(…)

El exceso ritual manifiesto ha sido entendido como la “aplicación desproporcionada de una ritualidad o formalismo, que conlleva desconocer la verdad objetiva de los hechos puestos en consideración del juez o la administración”[45]. Una interpretación en sentido amplio del artículo 228 de la Constitución permite concluir que el exceso ritual manifiesto no solo aplica en el ámbito judicial, sino también en los procedimientos administrativos, pues estos tienen relación con la consecución de los fines esenciales del Estado, en la medida en que por medio de ellos se puede reconocer o vulnerar un derecho fundamental”.
2. DE LAS CONTROVERSIAS SURGIDAS EN TORNO A LA PRIMERA CALIFICACION DE PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL

El decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral.  El mentado artículo señala lo siguiente. 

“El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias.  En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden Regional (…).
Como puede percibirse, la norma señala que corresponde a las diferentes entidades del sistema de seguridad social determinar en una primera oportunidad la pérdida de la capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias, valoración respecto de la cual, el interesado, si así lo considera, debe manifestar su inconformidad.  Nótese entonces que en ningún aparte de la norma se hace referencia a que contra la actuación que se surta en cumplimiento de la norma procedan los recursos de ley.
3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, el señor Hernán Darío Flórez Uribe estima vulnerado el derecho fundamental al debido proceso por la admisión, por parte la Junta Regional de Calificación de Invalidez, del trámite que busca definir el origen de diversas patologías que padece, cuando en su criterio no se dieron los presupuestos legales para así proceder, toda vez que la ARL AXA Colpatria, contrario a lo establecido por la ley, presentó un nuevo dictamen a través de quien no tiene su representación legal, situación que debió considerar la entidad accionada para negar la iniciación de cualquier actuación ante ella.

Lo primero que debe señalarse es que, contrario a lo entendido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez y el actor, a criterio de la Sala la ARL AXA Colpatría, no emitió un nuevo dictamen tendiente a remplazar o desplazar el realizado por la SOS en primera oportunidad, sino que en soporte de su inconformidad adjuntó la valoración que consideró aplicable al accionante.
En otras palabras la ARL con fundamento en los argumentos expuestos por su equipo interdisciplinario procedió a cuestionar la valoración efectuada por la SOS en dictamen de fecha 29 de enero de 2019, que determinó que las patologías sufridas por el señor Flórez Uribe son de origen laboral.  De allí que en comunicación adiada 26 de marzo de 2019 puso de manifiesto a la calificadora inicial la controversia respecto a la relación causal entre el trabajo y las enfermedades reportadas –fl 23-.
En ese sentido, se observa que adecuada fue la decisión de la SOS, de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 142 del Decreto 19 de 2012, al entender que la ARL, dentro de término legal, presentó sus inconformidades frente a  su dictamen, con el propósito que fuera la Junta Regional de Calificación de Invalidez la encargada de definir el asunto.

Respecto a la legitimación de la Profesional de Medicina Laboral de la ARL AXA Colpatria para adelantar dicho trámite, observa la Sala que es precisamente esta persona quien hace parte del grupo interdisciplinario que compone el departamento de medicina laboral de esa entidad, con lo cual se entiende que por ser el área encargada, se encuentran facultada para realizar este tipo de actuaciones, en tanto que la misma entidad no ha desconocido, ni cuestionado su intervención en el referido trámite. 
Ciertamente, la norma señala que debe ser el interesado quien presente sus inconformidades respecto al dictamen realizado en primera oportunidad, pero esto tratándose de entidades del sistema, no significa nada distinto a que sus equipos de trabajo realicen las gestiones requeridas para el cumplimiento de sus funciones, sin que ello quiera decir que se trate de cualquier persona, como lo sugiere el actor en su recurso, pues precisamente, sólo quienes tengan un interés directo en las resultas del proceso pueden intervenir, que es precisamente el caso de AXA Colpatria, porque en el evento de mantenerse la decisión, es ella quien debe asumir las prestaciones que de allí se deriven.  De ahí que no pueda considerarse, en el presente asunto, que la Profesional Medicina Laboral de la ARL que presentó la controversia ante la SOS, no esté facultada para el efecto, pues como viene de verse, es la funcionaria a cargo en aquélla entidad.
De acuerdo con lo expuesto, es claro que existiendo norma que regula el asunto de manera expresa, no hay lugar a remitirse a otra disposición y menos puede aceptarse el uso de la tutela como un mecanismo para imponer trabas y cargas que la ley no tiene previstas.  Acceder a lo pretendido por el actor sería dar prevalencia a las formas sobre el derecho sustancial, lo cual reñiría con la garantía del debido proceso, tal como se señaló párrafos atrás.
Concluyendo entonces que las actuaciones realizadas por las llamadas a juicio se encuentran ajustadas a los procedimientos previamente establecidos, la decisión de primer grado será confirmada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 26 de septiembre de 2019.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
        Impedida
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